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I. Propósito

El aqui perseguido es mostrar la urgente necesidad de transformar la
organizaci6n y funcionamiento de la fundôn penal deI Estado que no
puede seguir siéndolo como parte de una Administración de Justicia im­
plantada en el sigla XIX. A la hora actual, el mal funcionamiento de
dicha función y consiguiente justicia penal es manifiesto en todos los paí­
ses desarrollados o no, cualquiera que sea la estructura socioeconómíca
y política de unos y otros.

El aumento de la criminalidad es evidente en todos los países, si
bien esta se niega a veces por afanes ideológicos o dictatoriales. En éste
respecto debe tenerse en cuenta que de 160 países índependientes apenas
si el 30% se hallan regidos por regímenes democráticos si por tal se
entiende seria conforme a los Fines y Principias de la Carta de las Na­
danes Unidas. En otras palabras, a la hora actual la criminalidad oficial
y semi-oficial es proporcionalmente mas extensa y grave en muchos paí­
ses que la llamada criminalidad común. Afiádase la creciente crirninalidad
económica, financiera, industrial y laboral en las que la corrupcí6n y la
negligencia criminares juegan un obvio papel.

Aunque de alcance general, el presente trabajo tiene particularmente
en cuenta los países en los que la justicia penal se halla organizada a base
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deI binomio sumanO-JYIClO oral que predomina en buen número de paí­
ses europeos c ibero~ericanos. Con respecto a Espana los afanes de reno­
vación bajo el régimen democrático existente han dado lugar a un buen
número de leyes orgánicas y otras que si bien intencionadas reflejan con'
cepciones no compatibles con las exigencias de una sociedad postindustrial
que han de satisfacerse en gran parte mediante el uso adecuado deI pro­
greso científico y technológico, en el que las tesis sistémicas, no confun­
dirias con sistemáticas, y la cibernética, no confundirIa tampoco con la
informatización de datos, han de jugar papel decisivo. Esa sociedad de·
manda una justicia pepal objetiva y pronta, basada en fines diferentes a
los actuales, debidamente encuadrada en el respecto de los derechos fun·
damentales de libertad~ igualdad. dignidad y seguridad que han de enten­
derse colectivo-individualmente como elementos esenciales deI desarrollo
nacional e internacional.

Como cualquiera otra funci6n estatal, la funci6n penal debe dar
lugar a un rendimiento que ha de traducirse en una reducci6n razonable
de la criminalidad. Dicha reducci6n no puede lograrse en tanto se siga
manejando los conceptos de Administración de Justicia y Poder Judicial,
ambos expresiones atrasadas de 10 que debe entenderse por la funci6n
penal y correspondiente justicia. Es inútil aferrarse a la independencia de
dicho Poder haciendo referencias a MONTESQUIEU, cuya trilogía cor­
responde aI pasado. Lo mismo cabe decir respecto a la Administración de
Justicia. Mientras por instaurar un régimen democrático la Constituci6n
espafiola merece sincero apoyo. no asi en cuanto a su Título VI y otras
disposiciones atinentes I a la política criminal cuya formulación refleja un
aislamiento manifiesto., debido aI franquismo, que es preciso superar. Hoy
dia. de la misma manera que se trata ya de construir una Criminologia
matemática cabe también propugnar. conforme a las exigencias de la 50­
ciedad postindustrial tanto nacional como internacional, una justicia penal
sistémica y cibernéticamente concebida lo que repito no significa relegar
los derechos humanos. En realidad, tal concepción trata de afirmar estas
tan frecuentemente violados por la concepción administrativa y ministe­
rial de la justicia penal.

dCual es el rendimiento de la funci6n y justicia penales? El panora~

ma internacional mueStra que el mismo va reduciéndose como consecuen·
eia de una diversidad de factores siendo los mas significados la prolife­
ración de regímenes dictatoriales. ya sefialada, y la persistencia en man­
tener concepeiones atrasadas de 10 que debe entenderse por justicia penal
cuya finalidad esenci&l no es otra que la de asegurar los cuatro derechos
fundamentales ya menCionados.

En 10 que sigue trataré de justificar la necesidad de la renovaci6n
citada ocupándome pnmeramente de las dimensiones de la criminalidad.
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por lo común estrechamente entendidas, deI panorama que presenta la
justicia penal de nuestro tiempo, de ]a necesidad de dar a ]a victimizaci6n
una prioridad que se ha concedido exageradamente aI delincuente, lo que
no implica el que este deje de ser tenido en cuenta, pero sí que en cuanto
a ]a justicia penal atane, la sociedad demanda mayor atención que la
recibida hasta ahora por los hacedores de política criminal. La parte
final será dedicada a una exposición de lo que ha de entenderse por coo·
cepción sistemicocibemética de la justicia penal.

Exigencias de espacio y tiempo imponen que ]a expoSlClon sea con­
cisa y limitada a esenciales sin entrar en pormenores. Tendré una con­
dici6n analiticocrítica que no va dirigida contra nadie, pero si contra ]a
persistencia de mantener mas o menos rejuvenecida una concepción deci­
monónica de la justicia penal. Lo que se pretende es llegar a la instauraci6n
de un auténtico sistema pena] capaz de contribuir a una reducci6n apreciab]e
de la criminalidad lo que hasta el presente la administración de justicia
no ha logrado. Tendré mayormente en cuenta la obra de las Naciones
Unidas y dei Consejo de Europa y reduciré ai mínimo las referencias biblio­
gráficas. Como compensación, se adjunta un anexo con una selección de
éstas.

11. El panorama

La política criminal sigue formu]ándose sin tener previamente un
conocimiento razonablemente aproximado de las dimensiones de la crimi­
nalidad. Ciertamente, en algunos países, particularmente en Estados Unidos,
se llevan a cabo investigaciones sobre las dimensiones de ciertos delitos
pero no de la criminalidad como un todo que cíertamente abarca mucho
mas que determinados delitos comunes. Las Naciones Unidas han intentado
en tres ocasiones determinar la extensión de dichas dimensiones, aunque
dentro de un marco limitado, pera no lo han conseguido dada la escasa
cooperaci6n de los gobiemos. El último intento fue ]a encuesta llevada
a cabo en 1985 sobre la base de 65 respuestas gubernamentales de un total
de 160 Estados miembros, es decir, solo el 43% de éstos cooperaron e).

Teniendo en cuenta una pluralidad de fuentes de informaci6n a Ias
que me refiero en el último trabajo citado en la nota enterior, cabe razo­
nab]emente afirmar que respecto a los delitos de homicídio, lesiones,
sexuales, rabo, hurto y fraude, el monto total de ellos a nivel mundial
en 1980 no fue inferior aI. 067 millones de los cuales no menos deI 60%

(1) Pa.Ta detalles v. roi libro A Guide to United. Nations Criminal Policy, 1985;
el informe de la Secretaria Las Nuevas Dimensiones de la Criminalidad (A!CONF.
121/18, 1985). y eon m.aa extensa mformaclón roi ensayo Las Dimensiones de la
Criminalidad de próxima publicación en e<;pafiol e inglés.

R. htf. legisl. Brasília a. 27 n. 105 jan./mcu. 1990 319



fueron delitos contra la propiedad. La cifra puede parecer excesiva, pero
no lo cs cn cuanto incluye, cautamente calculadas, las cifras obscuras de
los delitos antecitados, cosa que raramente se intenta por los que se ocupa0
de las dimensiones de la criminalidad.

Respecto a Espafia, la cifra total, incluida las correspondientes cüras
obscuras de dichos delitos en cua]quiera de los afias entre 1980 y 1984,
no fue inferior a cinco millones, de los cuaIes no menos del 60% fueron
delitos contra ]a propiedad. Seiíalaré que, dada ]a condici6n socioecon6mica
de un bueo número de víctimas. la gravedad de algunos de ta]es delitos
es manifiesta.

En 1983, la polida conoci6 en Espana un total de 485. 184 delitos
que si bien es superior al conocido eo afios anteriores. no Ilega aI 10% de
la criminalidad total en dicho afio. De eilo no cabe culpar a la policía y
si mayorrnente a la existencia de una administraci6n de justicia penal que
pertenece aI pasado. El resultado es que ésta carece mas y mas de credibili·
dad la cual no aumentará con las reformas que se nevan a cabo. Del total
com>eido por la policía se aclararen por ésta el 31 %. Los datas presentados
no permiten determinar si dicho porcentaje incluye el correspondiente ai
hallazgo de vehículos robados, lo que es improcedente, pero se ha hecho
mas de lIna vez, ya que dicho hallazgo no signifíca siempre aclaración
policial. Rcspecto a los delitos graves, el porcentaje promedio de esclareci­
miento es mayor alcanzando en 1982. el 81 % en los homicídios y eI 46%
en las violaciones y atracos de bancos (2).

Sin pretender hacer comparación alguns seiía]aré que el promedio de
aclaración policial general fue en el mismo período del 53.5% en Austria,
78,9% en FinJandia, 30,6% en Italia, 45,6% en la República Federal
Alemana y 39% en Suecia.

Cabe argüir que algunos casos no aclarados por la polida lo son mas
tarde durante la indagación judicial. Sin negarlo. cabe seiíalar que los
datas existentes en dichos países no permiten una conclusi6n, pera si la
impresi6n de que el número de tales casos es probablemente muy limitado.
En los países sin el binomio indicado, en los cuaIes ]a policía tiene una
mas continuada intervenci6n en la presentación de la prueba, cabría afinnar
que el número de los mismos es mayor.

Respecto aI procedimiento penal y en cuanto a Espana cabe afirmar
4ue conforme a Ias Memorias deI Fiscal Genera] deI Estado, deI Poder
ludicial y otras fuentes de infonnaci6n. la instrucción sumarial constituye
una fuente incesanle de retraso y ofrece una multiplicidad de oportunidades
para desvirtuar la efectividad de la justicia penal aI facilitar. entre otras

(2) V. MemoriB de Actitli4ades de la, Policia. Madrid, Direcclón General de la
Policia.

320 R. I.f. le.itJ. BI1I.aiG a. 27 11. lOS ja••/_r. 1990



cosas, una delegación de funciones judiciales en la instrucción sumarial
en manos deI personal subalterno. La corrupción, que tiene formas variadas
y no siempre se da mediante dinero, tiene amplias áreas donde actuar (3).

En lo procedimental, en 1984 se iniciaron 1.082.135 diligencias pre­
vias de las que se archivaron 806.546 ó sea el 62%. En cuanto a los suma­
rias, los datas existentes permiten concluir que, por regIa general, alrededor
deI 40% duran de uno a seis meses y uo 35% mas de éste último límite sin
que existan datos claros respecto aI 25 % restante. Entre la apertura deI
juicio y la sentencia en el 70% de los casos transcurren plazos no inferiores
a seis meses y en no menos deI 15% el plazo es mayor. Según el profesor
Rodriguez Devesa, La distorción dei sistema penal, en Revista de Derecho
Público, XI, I, 1985, el tiempo media de espera hasta que recae sentencia
firme es alrededor de dos afios y medio.

d Cuantos sumarias son sobreseídos en los cuales se decretó prisión pro­
visionaI y cuaI fue la duración media de ésta? d En que supuestos su duración
hace ilusoria la pretendida rehabilitación del delincuente? dExisten realmen­
te las facilidades necesarias para llevar a cabo e1 desarrollo "integral" de la
personalidad deI condenado según el art. 25,2 de Ia Constitución? d Hasta
que punto se justifica psicológica y sociopolíticamente tan desorbitado con­
cepto? d Cua1 es eI costa envueIto, y no solo conforme aI presupuesto, en
las actividades sumariales y deI juicio oral? d Se justifica la presente condi­
ción de la asistencia jurídica y no solo respecto a los que carecen de recursos
para procurársela? d Cual es el costa de la criminalidad? d Cual es la efecti·
vidad de la compensación a las víctimas deI delito? d CuaI es la realidad
dei tratamiento prometido al recluso? d Puede afirmarse que el trabajo peni­
tenciario como derecho y deber y como parte deI tratamiento es una realí­
dad? d En que medida el mal funcionamiento de la justicia penal alecta eI
desarrollo económicosocial y político?

Estas y otras preguntas son de difícil respuesta dada la índole marcada­
mente burocrática de fuentes que se ocupan de la justicia penal. Sin duda,
son útíles y en no pocos supuestos aportan datas importantes, seõalada­
mente las deI Fiscal General deI Estado, pero su análisis confirma que,
aunque rejuvenecida, la administraci6n de justicia penal vigente pertenece
aI pasado.

Como respuestas limitadas a Ias preguntas hechas, diré que la probla­
ci6n penal a finales de Marzo 1986, estaba constituida en su 48,9% por
reclusos en espera de ser juzgados. Ciertamente, el porcentaje es menor que
el que existe en buen número de países en desarrollo con regímenes dictato­
riales en los cuales Ia proporción de tales reclusos oscila entre eI 60 y e1

(3) V. Proceso a la Justicta Espaiiola, 1984, de A. ARADILLAS; La Justiela en
Espana, 1985, de JOS:a: RUIZ; La Organi2ación del Desgobierno, 1984, capo 6 de
ALEJANDRO NIETO, que si bien pueden ser objeto de ciertas críticas conflnnan
la condición desajustada de la justicle. que nos ocupa.
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95%, pero tal compar~ción no debe servir de consuelo en un país con
régimen democrático camo Espana. Senalemos que en ésta, la duraci6n de
la prisión provisional p~ede prolongarse hasta dos y aun cuatro afios según
la Ley de Enjuiciamiento Criminal. La impresi6n es que los plazos de la
prisi6n provisional han sido establecidos conforme a las exigencias de un
procedimiento penal fomnalístico y lento y que tales exigencias poseen una
prioridad mayor que la pretendida rehabilitaei6n asignada a la pena.

Mas significados que los datos comprendidos en el Informe General
1983-1984, de la Direcci6n General de Instituciones Penitenciarias, y a
título de ejemplo, diré ·que conforme aI In/orme sobre Actividad Laboral
Penitenciaria, 1983-1984, de la referida Direcci6n, en una poblaci6n penal
total de 17.087 reclusos solo 1.716 trabajaban en el interior de las institu­
ciones y 362 fuera de ellas. La media de la poblaci6n penal en 1984 fue
de 16.275 reclusos. Si como se afirma por la Ley Orgánica Penitenciaria,
el trabajo es un derecho y un deber deI interno y elemento fundamental
deI tratamiento, es obVio que éste difícilmente puede llevarse a cabo en
éste particular aspecto. Sin duda, la organizaci6n dei trabajo penitenciario,
como algo integrado en el trabajo libre, integraci6n preconizada por las
Naciones Unidas desde 1960, no es nada fácil senaladamente dado el desem­
pleo existente, pero cabe preguntarse si la situación actual no es en gran
parte consecuencia de tina administraci6n de justicia penal cuya organiza­
ci6n y funcionamiento pertenece aI pasado.

Respecto a otros ~pectos deI tratamiento el Informe General citado
ofrece escasa específica infonnaci6n. Mas concretamente y a título de
ejemplo, en cuanto hay otros, el Informe sobre la Situación de las instituo
ciones Penales en Andalucia, 1984, publicado por la Junta de dicba Comu­
nidad, muestra que p~ra una población de 4.217 reclusos, que viene a
constituir el 25% de la total en Espana, el número de psicólogos es de
cinco, no se da cifra alguna respecto a psiquiatras, sociólogos, maestros
laborales y otros, el deasistentes sociales es dos y el de educadores ocbo.

Nôtese que a la hora actual la población penal va extranjerizándose
rápidamente y que dicho proceso no facilita la consideraci6n "integral" de
la personalidad deI recluso y su proclamada readaptaci6n, reeducaci6n,
resocialización, reinserci6n, etc. Según el Prison Information Bulletin, 0.°

5, 1985, deI Consejo de Europa. entre los nueve países examinados, los
porcentajes de incremento de la extranjerizaci6n eran: Espana 54%, No­
ruega 37%, Luxemburgo 32%, Italia 16%, Grecia 15%, Franeia 11%,
Turquia 7% y Austria 4%. A tal facto ha de agregarse la creciente politiza­
eión deI recluso y que ciertarnente es mas acusada en los llamados delin­
cuentes políticos.

Como ya seiíalé e~ 1972. la 'reinserciôn o rehabilitaeión deI delin­
cuente no debe estimarse ya como la finalidad esencial de la pena. En no
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pocos casos, y ciertamente no solo respecto a Espafia, ha de admitirse el
derecho a no ser rehabilitado tal como se entiende generaImente este tér­
mino, pero aI mismo tiempo la sociedad tiene derecho a protegerse lo mas
razonabIemente posible conforme a los cuatro derechos ya citados cuya
interpretaci6n ha de ser primariamente desde un punto colectivo 10 que
no significa dejarse Ilevar por actitudes emocionales mas o menos gene­
ralizadas,

Respecto a Ia capaddad de las instituciones, cuya creciente amplitud
en muchos países no evita la aglomeración, en éste respecto los Estados
Unidos e Inglaterra ofrecen significados ejemplos que deben evitarse, en
Espana, según el estudio Criminal justice Systems in Europe, n," 5, 1985,
deI Instituto de Helsinki para la Prevención deI Crimen, afiliado a las
Naciones Unidas, existían en 1980 setenta y nueve estabIecimientos penales
de los cuaIes dos tenian una capacidad superior a 1.000 plazas, siete entre
SOO y 999, treinta y seis entre 200 y 499 Y los treinta y cuatro restantes
menos de 200 cada uno. La mázimo capacidad aconsejada por Ias Naciones
Unidas es soa.

Respecto a la condición socioeconámica deI recluso en Espafia no es
fácil haIlar datas en las fuentes citadas. En principio, la condici6n media
de los mismos debería reflejar la de la estructura socioecon6mica deI país.
La indagación que llevé a cabo hace algunos afios mostró que se daba una
manifiesta desproporci6n entre dicha estructura y la condición equivalente
de la población penal que no ha de reducirse solo a la de condenados (4).
La cesación de la publicaci6n de las estadísticas judiciaIes, en muchos
aspectos dignas de encomio, hace hoy difícil llegar a una conc1usi6n. Con
todo, los datos existentes permiten afirmar que si bien en ciertos supuestos
el número de reclusos de mediana y buena posición econ6mica ha aumen­
tado, la desproporción subsiste. Las excepciones mas marcadas a la misma
se dan en los delitos contra la seguridad interior deI Estado, infracciones
contra la seguridad deI tráfico, delitos contra la salud pública y en algunos
de los cometidos contra las personas y la honestidad. Sefialaré que respecto
a los delitos cometidos por los funcionarias públicos en 31 Diciembre 1984,
en una población penal de 16.745 reclusos, había como tales once, de ellos
ocho condenados y tres en espera de ser juzgados. Dicha cifra constituía
eI 0,006% de la poblaci6n penal antedicha. En tal afio habia en Espana,
a nivel estatal, regional y municipal, no menos de dos milIones de fun­
cionarios públicos. Afiadiré que los datos existentes permiten también
racionalmente conjeturar que la prisión provisional afecta en mucho mayor
medida, no siempre justificada, a "los de abajo" que a los de "en media
y arriba".

(4) V. La Justicia Penal 11 la PoUtica Criminal en Espana, 1979, Instituto de
Cr1m1nologfa, Un!vers1dad Complutense, Madrid, en la que examino dicha despro·
porción.
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A la hora aetua! Ia efectividad de la probation o suspensión condicio­
nal de la pena. de parole o líbenad condicional y de otras modalidades de
sanciones no privativas de libertad, se haila en crisis en purte debido aI
crecimiento dei costo de su aplicaci6n que demanda una cierta asistencia
y comparecencia periódica de los beneficiarias de dichas medidas. Los
datos existentes, particularmente en los Estados Unidos e Inglaterra, mues­
trao que el control de dichos beneficiarias es prácticamente ficticio ya que
en no pocos supuestos su "comparecencia" consiste cn haeerse presente
mediante una llamada telefónica.

La creciente criminalidad eeon6mica, industrial, financiera, comercial
y funcionarial plnntea una diversidad de cuestiones que la administraci6n
de justicia aetual, incluso allí donde no existe C1 binomio sumario-juicio
oral, no puede resolver. En los países donde dicho binomio se da los
sumarios adquieren proporciones gigantescas y los juicios orales son mas
una ficci6n formalista que una aprcciación de los hcchos (ro).

En la sociedad postindustriaI de nuestro ticmpo, crecientemente tecno­
logizada, la criminalidad culposa adquiera marcada prominencia que no
puede ser tratada conforme a criterios polítiC(X:riminales de la sodedad
industrial. Comeguientemente, el enfoque limitado de dicha criminalidad
de los dos proyectos de código penal espaiioles preparados eo los últimos
cinco afios ha de rectificarse. En lo policial, las dificultades derivadas de la
tecnologizaci6n contemporánea fueron subrayadas por quien escribe en su
contribución La investigación criminal en las sociedades tecnológicamcnte
avanzadas co el Curso Internacional de Alta Especialización de las fuerzas
de Polida organizado por eI Ministerio deI Interior, 1985.

En la crecientc criminalidad económica, industrial, comercial, funcio-­
nal y otras modalidades mas o menos empresarialcs y profcsionales, inclui­
das las médicas y de asistencia social, se plantean una sede de cuestiones
que no es posible examinar aqui. Respecto aI jurado baste seiíalar que su
justificación se haila mas y mas contradicba, incluso eo paises corno Ingla­
terra donde posee un arraigo hist6rico evidente. Las mas significadas ohjec­
clones son su incapacidad maoifiesta para bacerse cargo de la complejidad
de un creciente número de modalidades delictivas típicas de la sociedad
postindustrial. las presiones a que frecuentemente se haUa sometido, entre
eUas las provocadas por el terrorismo y su excesivo costo dada la duración
de los procesos y las exigencias de protecei6n aI jurado en muchos casos.

(5) V. eI excelente artl.culo European fraud trial. In need af overhaul, en The
Economi&t, Junuary 1986. 8egún. los dates publicados por la prensa espa1'i.ola y
extranjera, no siempre coincidentes. eI número de muertos causados por la colza
no parece ser Inferior a 550 Y f] de leeionadoiS no menor de .20.000. Conforme a
la Jlemorla de la Direcdón General de la Policia, ye. citada, el número tots.l de
homicidios conocldOl5 por la policia en 1983 fue de &13 y eI de lesiones 6.919.
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Otra de las marcadas características de la índole inoperante de la
administraci6n de justicia es la creeiente extensi6n de la victimizaci6n
criminal, de la que se ocupan las Naciones Unidas, que tampoco puede
enfocarse conforme a criterios de compensaci6n individual o colectivos. Uno
de los problemas a determinar es el deI nesga "aceptable" como víctima
y en q1.le casos debe darse (6).

A la hora actuaI la existencia de privilegias e inmunidades en materia
penal demanda igualmente una revisi6n consecuencia en parte deI incremen­
to de ciertas modalidades de criminalidad organizada que no es posible
examinar aqui. Lo Inismo cabe senalar respecto a la delincuencia juvenil
y a la marcada tendencia de crear tribunales especiales. Respeeto a Espana,
la existencia de una Audiencia Nacional difícilmente se justifica. En cuanto
a la Polida Judicial, me limitaré a senalar que ni la Ley Orgánica dei Poder
Judicial ni la de las Fuerzas Y Cuerpos de Seguridad la han creado verdade­
ramente. Ambas mantienen, respecto a la Inisma, un etiterio que carece de
justificaci6n.

Es frecuente que respecto a un mismo delincuente el ministerio público
pida varios centenares de afios de prisi6n. Respecto a Espana, en Abril 1986,
dicho ministerio demandá, en el caso de Ia colza según datas de Ia prensa
nacional e internacional, mas de 800.000 afios de prisi6n para los imputados.
Agregare que según tales datas los mismos gozaron de libertad provisional,
que algunos han desaparecido, que el proceso dur6 varios afios y que se
asume que el juicio oral demandará alrededor de seis meses.

11I . El esquema

EI término sistema es frequentemente usado para designar eI conglo­
merado ministerial-departamental de la administraci6n de justicia, 10.que di·
fícilmente se justifica dado que dicho término significa algo muy distinto. Por
sistema ha de entenderse un conjunto de estructuras debidamente planeadas
que operan conjunta e interdependientemente como sectores de un todo
globalmente concebido, y no como una agregaci6n de partes, para ellogro
de un fin determinado. Por cibernética se entiende la disciplina que se
ocupa de las teorias y técnicas atinentes aI control y funcionamiento de los
sistemas a afectos de su mejor organizaci6n, mayor rendimiento y menor
costa. La expresión sistémicocibernético no es un instrumento conceptual
y si algo eminentemente práctico que tras la selecci6n de un fin determinado
trata de lograr éste operacionalmente en forma rápida y efectiva mediante
el previa análisis de datas, intercomunicaci6n adecuada, ordenaci6n de

(6) Para detalles orientados v. Victims of Crime (A/CONF. 121/6) informe pre­
parado por la Secretaria, eI Informe deI VII Congreso de las Naciones Unidas,
Milano 1985, y la resolución adoptada por la Asamblea General (AIRES. 40/34)
en Diciembre de dicho afio.
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variables y programaQÍ6n de las mismas, formaci6n y justificaci6n de
decisiones y ejecuci6n de éstas al menor costo posible, todo ello dentro de
un marco de respecto a· los derechos humanos.

La estructuraci6n 'de un sistema ha de basarse en Ia evaluaci6n de la
situaci6n existente que inc1uye, en nuestro caso, la de la adminstraci6n de
justicia penal, la determinaci6n de la extensi6n y modalidades de la cri­
minalidad, la finalida(l asignada a dicha justicia y la disponibilidad de
medios para lograrIa que no se limitan a los económicos. En suma, el
enfoque sistémico cibeJinético signHica primordialmente evitar la dispersi6n,
asegurar la coordinad6n a efectos de una mejor gesti6n o rendimiento
y llevar a cabo la funci6n penal en forma que justifique su credibilidad.

Hist6ricamente, la justicia se Ilevó a cabo en nombre dei selior feudal,
contellJlloráneamente deI jefe deI Estado o deI Pueblo. En ocasiones, se
afirma que aquella emana de éste. En realidad, la justicia social es una
necesidad social, lo que ya fue claramente selialado por Arist6teles en su
Política, I, 2. Dicha necesidad se satisface mediante una adjudicaci6n ju­
dicial que ha de llevarse a cargo con las debidas garantias colectivas e
individuales. En lo penal, la adjudicaci6n implica un juicio de reproc.hc
sociopolítico que da lugar a la imposici6n de una sanci6n. Hacer justicia
penal significa mantener tanto posible la efectividad de los derechos de
libertad, igualdad, dignidad y seguridad que no han de entenderse eo
ténninos absolutos. En la adjudicaci6n, eI 6rden de prioridad es la sociedad,
Ias víctimas y el delintuente. En ningún caso éste debe ser objeto de una
adjudicaci6n cruel, inhumana o degradante pera si, que en lo que le atane.
los indicados derechos son objeto de limitaciones. En realidad, los cuatw
antecitados pueden concretarse en e1 de seguridad, pera la concreci6n no
debe ser expresi6n de abuso de poder.

Como todo sistema, el penal se halla operacionalmente dividido en
sectores o subsistemas; que he de repetir han de operar interdependiente­
mente, 10 que implica que e1 todo deI que forman parte no debe ser admj·
nistrativa-ministerialmente dispersado sin que ello signifique la necesidad
de un Poder Judicial y si la de un Consejo General de Justicia constituíd"
no solo por gentes de toga. A efectos de rendimiento, el número de subsis­
temas debe ser reducido aI mínimo y su detenninaci6n requiere conocer
previamente y tan aproximadamente como sea posible la extensi6n y ten­
dencias de la criminalidad y la de la correspondiente victimizaci6n. Respecw
a ésta ha de tenerse presente que en todo país y período ha de admitirse
un riesgo que es preciso determinar lo mas exactamente posible a efecloll
de compensaci6n.

La criminalizaci6n se plasma en la codificaci6n penal cuyo conte­
nido debe reducirse aI mínimo y no debe ser llevada a cabo como encargo
ministerial. En lo procedimental debe irse a la flexibilidad y oralidad y
en los países a base deI binomio sumario·juicio oral, el primero debe ser
suprimido y el segundo simplificado. EUo significa que la investigaci6n
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deI hecho delictivo y su presentación debe llevarse a cabo por una autên­
tica policía judicial 10 que no empece a que la de índole preliminar se
realican por los otros cuerpos de policía. Respecto aI sumario cabe sefíalar
que, aunque en forma tímida, Francia ha dado un paso para la simpli­
ficación binomial (l).

Como subsistema el Ministerio público o fiscal es innecesario y debc
ser reemplazado por una autêntica Policía Judicial no subordinada a los
jueces y tribunales lo que no excluye entre todos ellos una interdepen.
dencia funcional debidamente controlada por un Consejo General de Jus­
ticia diversificadamente organizado. La actual dependencia orgánica de las
unidades de Policía Judicial debe desaparecer. Como subsistema de un
todo global, dicha Policía nevada a cabo una función policial-judicial que
excluye la sindicalizaci6n de la misma.

EI triángulo ministerio público, juez y defensor debe ser reemplazado
por e1 ngulo juez-defensor quedando de! misIDo excluido el jurado que,
como instituci6n, pertenece aI pasado y significa una intervenci6n imper­
fecta de la cornunidad en la justicia penal. La asistencia jurídica debe
organizarse como función sociopolítica y no como una de índole liberal
cuya finalidad es "la aplicaci6n de la cieneia y têcnica jurídica", según
e1 art. 8 deI Estatuto General de la Abogaeia de 1982. Sin duda, deben ser
tenidas en cuenta, pero a efectos de una profesión sociopolítica. En cuanto
a la técnica jurídica, si por tal se entiende la concepci6n dogmática deI
delito, la misma debe ser puesta de lado.

El subsistema judicial a efectos decisionales jerárquicamente e1 mas
importante, estará constituido por jueces cuya formaci6n diferirá en no
poco de la actual y cuya selección no será solo a base de oposición. Afor­
tunadamente, ésta exigencia ha sido recientemente rectificada en Espana.
En cuanto aI tratamiento, se estructurará como un subsistema propia, inter­
dependiente globalmente, sin tener que ser sometido aI juez de vigilancia
que refleja una concepci6n superada. Lo que procede es organizar el tra­
tamiento como expresión de una fundón de enjuiciamiento sociopolítico
y no meramente psicológica.

Las fases deeisionaIes dei sistema penal son pues la policial, la judicial
y la dd tratamiento. La asistencia jurídica nO significa decisión en sí, pera
si una contribución indispensabIe a la formulaci6n de Ias fases citadas.
Como subsistema ha de actuar en las fases policiales, judiciales y de tra­
tarniento, cosa que hoy apenas acontece.

(7) V. la Ley n~ 85-1303, deI 10 Diciembre 1985, por la que se modifica el proce­
llliniento de Jn.strucción en materia. pena.!. El análisils de dicha ley, un tanto con­
fusa dada la igual condición deI procedimiento penal francés, no puede hacerse
aqui. Baste sefialar que hubiera sido deseable una mayor slmpllficación dei dicho
procedlmiento.
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10 expuesto significa una programación de variables que permita llegar
a una decisi6n operacional sin las exigencias formalísticas deI procedimiento
penal actua1. Las decisiones policiales, judiciales y de tratamiento no ign~

rarán las aportaciones científicas y cuando éstas sean debidamente com­
probadas serán programadas. Se presentará asi un área de se1ecci6n de
variables informatizada para una adecuada decisión respecto a la aclara­
ci6n deI caso, su sentenciamiento y tratamiento consiguiente suprimiéndose
el desbarajuste funcional actua1. En la decisi6n correspondiente se tendrán
en cuenta los alegatos de la asistencia jurídica que, como se indica, debe
ser continua iniciândose con la actuación policial y proseguiéndose en el
tratamiento.

Toda decisi6n se basa esencialroente en un juicio de probabilidades
que deben ser matemáticamente simplificadas y computerizadas 10 que no
excluye la decisión personal final de los titulares de los tres subsistemas
indicados. La computetizaci6n de datas, objeto constante de renovación
mediante adecuada inv~stigaci6n, significa que la fundón policial, judicial
y de tratamiento no son de índole abstracta, sino que se refiere a una
retacián de interdepen<lencia que puede ser matemáticamente establecida,
pera que será objeto de ,apreciaci6n personal por los titulares de las funcio·
nes antecitadas. De ahi, !que los mismos deban posear una preparaci6n siste­
micocibemética que hoy no se da (8).

La computerizaci6n de las variables necesarias para el enjuicimiento
criminal, que repetire no cabe confinar a 10 judicial, es factible, pera
requiere una indagaci6n que hasta abora es pasada casi totalmente por alto.
La informatizaci6n que I se lleva a cabo de una administraci6n de justicia
penal anticuada, desorganizada y carente de credibilidad, da lugar a un costa
innecesario y a un afianfl8JDiento de la misma que carece de justificación.

El problema de la población penal que, inevitablemente, aumentará con
el crecimiento de la criminalidad y el mejoramiento de la funcióo penal,
suscita la cuesti6n de SU reducci6n que no puede resolverse con decisiones
contradictorias sobre detenci6n preventiva, liberaciones anticipadas, rebajas
de penas privativas de libertad mediante redenciones ficticias, etc. La
reducci6n podra llevars~ a cabo en no poca eon el uso deI control remoto de
imputados y sentenciadds en buen número de supuestos. En otras palabras.
en la sociedad postindustrial el control electrónico de unos y otros debe
jugar un papel marcado isi se quiere obtener mayor rendimiento a Un menor
casto. Dicho control es también aplicable a la probaci6n o suspensi6n de la

(S) En lo expuesto me he basado en parte, rectificando o desechando, en lo que
se dice respecto a la índole de la función eo La Matemática su Contenido, Métodos
11 signifU:ado, séptima edición 1985, por A. D. Aleksandrov y otros en La Réedu­
catfon du Raisonnement Jlathématique. 1965. de Francine Jaulin-Mannoni y en
Systems Ana/ysis, 1985, de L. Antill y A. T. Wood-Harper.

328 R. Inf. legisl. Brosília a. 27 n. 105 jan./mar. 1990



pena, puede substituir en muchos supuestos a la multa, a menudo difícil
de hacerse efectiva, a la libertad condicional y a otras modalidades de la
sanci6n penal.

Sucintamente diré que la vigilancia remota e electr6nica implica que la
persona ometida a ella llevará en su cuerPQ, sm necesidad de inserci6n
quirurgica, un minúsculo transmisor en contacto constante con un monitor
computerizado y en relaci6n permanente y directa con los servicios de
vigilancia. Las desviaciones de movimiento dentro dei área concedida serán
conocidas rápidamente y se procederá en consecuencia. Si la persona bajo
contrai comete un hecho delictivo será facil acreditar su presencia o
ausencia en el área de la comisi6n (9).

EI control remoto de delincuentes se halla hoy en consideraci6n y ensayo
en Estados Unidos, Canadá e Inglaterra y ofrece posibilidades de mayor
rendimiento con un menor costo que el de las presentes administraciones
de justicia penal. Su aplicaci6n reducirá en gran medida la detenci6n
preventiva, las penas cortas privativas de libertad, hará mas segura la
probaci6n y la liberaci6n condicional, reducirá un buen número de indaga­
ciones policiales respecto a los sospechosos y aun permitirá una criminali­
zación mas de acuerdo con las exigencias de la sociedad actua!.

Las objecciones mayores que pueden hacerse se refieren a los posibles
abusos de tal control, sefialadamente bajo regímenes dictatoriaIes, pero estos
abusarán siempre de todo adelanto, lo cual no significa que éste es desecha­
ble. Respecto a ciertos delincuentes, algunos pretendidamente políticos, el
control remoto se justifica plenamente sm por ello infringir los derechos hu­
manos, permite un reforzamiento de la seguridad en general y es con mucho
preferibIe ai uso de tranquilizadores en no pocas instituciones penitenciarias,
aI tratamiento psiquiátrico y al extensivo uso de la detenci6n policial. Em
todo caso, el imputado o delincuente tendrá siempre el derecho de aceptar o
rechazar el contraI y preferir la medida o sanci6n correspondiente.

IV - Conclusión

La exposici6n sumaria hecha facilitará la crítica, que será bienvenida,
pero muestra claramente que dada la carencia de rendimiento adecuado de la
justicia penal en la inmensa mayoría de los países, se precisa e1 reemplazo
de la organizaci6n administrativo-ministerial de la misma por una de índole
sistémico-cihemética. Esta la hora mas efeetiva, rápida y eon un menor
costa y no solo en dinero. Anadiré que, desde hace tiempo, la administra­
ción de justicia penal, pese a sus rejuvenecimientos en muchos países, es un
faetor condicionante deI aumento de la eriminalidad.

(9) V. Hi-Tech Supervisian af Offenders, de ROGER SHAW, en Naspo News,
voI. 5, n9 3, 1985.
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